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día de su fccha la Sala de Conflictos de Jurisdicción, de lo~ que
ccrtifico,-Firmado y rubricado.

Corresponde fielmente con su originar.-y para que conste y remitir
al «Boletín Oficial del Estado» para su publicación, expido y firmo la
presente en Madrid a veinticinco de marzo de mil novecientos noventa
y uno.

SENTENCIA de 12 de marzo de 1991, recarda en el
C01!(liCtO de jurisdicción núm. 1011990. plameado entre el
Ju:::gado de Instrucción núm. 23 de l¡.ladnd y el Juzgado
Togado./¡Jilitar Central núm. 1.

El Vicesecretario de Gobierno del Tribunal Supremo,

Certifica: Que en el conflicto de jurisdicción núm. lO/1990, se ha
dictado la siguiente Sentencia:.

Sala de Conflictos de Jurisdicción

Presidente: Excmo. Sr. don Pascual Sala Sánchez.
~tagistrados: Excmos. Sres. don Joaquín Delgado Gareia, don José

Luis Fernández Flores. don Siro Francisco García Perez y don Arturo
Gimcl10 AmiguN. ~

EN NOMBRE DEL REY

La Sala de Contlietos de Jurisdicción cntre los Juzgados y Tribunales
ordinarios y los de la Jurisdicción Militar, compuesta por los excelentísi­
mos señores que anteriormente se expresan, dotada de la potestad
jurisdiccional reconocida en la Constitución, dicta la siguiente

SENTENCIA

En la Villa dc I\ladrid, a doce de marzo de mil novecientos noventa
y uno.

En el conflicto de jurisdicción suscitado entre el Juzgado de
Instrucción núm. 23 de Madrid y el Juzgado Togado Militar Central
núm. 1. re"pecto a los hecho" imputados al Comandante de Infantería
don José Alfonso Percz-Olague Arnedo, como presunto autor de sendos
delitos dC' 3menazas a altos Organismos de la Nación, de depósito de
armas o municiones y cDntra la HJ.cienda en el ámbito militar.

Ha sido Ponente el excc1entísimo sei'lor don Arturo Girneno Ami­
gue\. quien, prcviól dclibefólción y votación, expresa así el parecer de la
Sala.

1. ANTECEDENTES DE HECHO

1. A los sojas efectos de resolver el conflicto jurisdiccional plan·
teado sc hacc constar que sobre las diez veinticinco horas del día 19 de
octubre de 19~9. don Jose Alfonso Pérez-Olague Arnedo, Comandante
dl' lnbnteria en situación de destinos civiles. irrumpió en la Sala de
Plenos del Consejo General del Poder Judicial cuando se hallaba reunida
la Comisión Permanente de dicho órgano constitucional, y tras situarse
hJ.cia la mitad de la sala, encailonó durante un espacio de diez a quince
minutos. con un revólvcr que empunaha, a los Consejeros y personal del
Consejo alli presentes, solicitJ.ndo explicaciones sobre determinado
expediente dd que era denunciante. El Vicepresidente del Consejo y
otros miembros de la Comisión trataron de tranquilizarle recabando
datos del expediente y su identificación, lo que consiguieron, solicitando
el rl.'fcrido Comandante autonzación para guardar el arma, haciéndolo
as! y accedicndo a csperár fll('ra mientras se estudiaba el expediente. fue
conducido a la sala de espera. donde fuc reducido por las fuerzas de
seguridad. ocup;;índoscle en ese momento dos revólveres marca
«LJall1~l)I, calibre 38. con sus respectivas guías de pertenencia. En las
dependencias policiales donde fue conducido de inmediato le fueron
ocupadas asimismo cinco granJ.das de mano P.O.-\. troqueladas en la
¡Xlrtt.' superior con el anagrama del Ejército de Tierra. que había tomado
cuando se cncontraba destinado en el C.I.R. de San Clemente de
Sasehas.

Segundo.-El Juzgado de Instrucción núm. 23 de Madrid, con motivo
de los hechos antes relatados, instruyó proccdimiento abreviado núm.
3.175/1989. por los presuntos delitos de amenazas a altos Organismos
de la Nncián y depósito de armas o municiones. el cual. previo informe
del !\linistcrio Fiscal, con fccha 6 de abril de 1990, remitió al Juzgado
Togüdo i\lilitar Central núm. 1 testimonio del resenado procedimiento
~ los fines dcl art. 196 del Código Penal Militar. iniciando el Juzgado
Togado diligencias indeterminadas núm. 1/09/1990. quc pasó al Fiscal
Jurídico-Militar para informe sobre cnmpctencia. quien lo evacuó en el
sentido de proceder la instrucción de procedimiento penal militar
limitado a la sustracción o apoderamiento de lus cinco granadas
pertenecicntes al Ejército.

Tcreero.-EI JU7gado Togado Militar Central, por auto de 12 de junio
de 1ql.)O, ciñéndose al hecho concreto de la mencionada sustracción,

acordó requerir de inhibición al Juz~ado de Instrucción núm. 23 d<;,­
Madrid, el cual, previo informe del MlOisterio Fiscal, acordó no acceder
a la inhibición solicitada, quedólndo trabado conflicto positivo de
jurisdicción entre los dos Juzgados.

Cuarto.-Elevadas a esta Sala de Conflictos de Jurisdicción las
actuaciones seguidas en ambos Juzgados, se formó el oportuno rollo,
designándose Ponente y dando vista al Ministerio Fiscal y al Fis~al
Jurídico 1\1ilitar a tenor de lo dispuesto en el arto 28 de la Ley OrgáOlca
2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos de Jurisdicción, cUJ?phment~ndo
el trámite el excelentísimo señor Fiscal Togado en el sentido de esHmar
que el conflicto debía ser resuelto a favor de la Jurisdicción Ordinaria
v en concreto del Juzgado de Instrucción numo 23 de esta capital,
ínformando el Ministerio Fiscal que se tuviera por reproducido el
dictamen emitido por el Fiscal Togado.

ll. FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.-El Juzgado Togado Militar Central núm. 1, al fundamentar
su requerimiento para conocer del hecho de la sustracción de las cinco
granadas pertenecientes al Ejercito, se fija únicamente en tal hecho,
aislado y desconectado de la restante actuación del presunto responsable
del mismo. sin tener en cuenta, como bien dice el Fiscal Togado en su
dictamen. al que se adhiere el Fiscal de la Sala Segunda. del Tribunal
Supremo, que el principio de singulandad de investigación y enjuicia­
miento para c<lda delito, conforme TI los arts. 300 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal y 75 de la Ley Procesal Mili.tar, cede en lrJS
casos de delitos conexos, ya que éstos deben ser objeto de un solo
proccdimiento según se dispone en los arts. 14 de la Ley Orgánica
4/1987, de 15 de julio, de Competencia y Organización de la .Juri~dic­
ción T\.filitar, y el 300, párrafo último, de la Ley de Enjuiciamit'nlo
Criminal.

La conexidad existe a tenor de lo establecido en los arts. 15 de la Ley
Orgánica 4/1987, antes citada, y el 17 de la también .citad::i Ler de
Enjuiciamiento Criminal, no sólo cuando uno de los delitos cometidos
es medio para perpretrar otro o facilitar su ejecución, sino tambien
cuando los diversos delitos que se imputen a una persona al incoarsc
contra la misma causa, por cualquiera de ellos, tengan analogía o
relación entre sí y no hubiesen sido hasta entonces sentenciados.

En el caso debatido procede concluir la existencia de conexidad entl e
los delitos Que contra el procesado se le siguen tanto en la jurisdicción
ordinaria como en la militar, pues evidentemente hay relación )
an<llogía entre el presunto delito «contra la Hacienda en el ámbit'j
militan> y el de «depó~lto de armas o municiones», de caráckr
permanente y tracto contll1uado.

Partiendo de la existencia de la proclamada conexidad y su neces::l.ri:::l
apreci<lción no sólo p:::lra c\'itar la ruptura de la continencia de la cau~a

sino también por su influjo favorable C4,'"Javor del reo, procede
determinar cuál es la jurisdicción competente para conocer de todos los
delitos que se le imputan al presunto reo.

Segundo.-EI arto 14 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de
Competencia v Organización de la Jurisdiccjón Militar, establece que la
jurisdicción a b Ciue esté atribuido el cono('imien~o del delito que ~enf;-a
scilalada pena más grave conocerá de los deIltos conexos. cnteno
seguido igualmente por el art. 18 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Estando castigado con pena de prisión mayor el delito de «Amtnazas
a altos Organismos de la NaciÓn» del arto 161_1.° del Código Penal, y
~on la dc reclusión menor el de depósito de armas y municiones dt" los
arts. 257 y 258 del mismo cuerpo legal, cuyo conocimiento por la
jurisdicción comíln nadie ha discutido, mientras que el presunto
delito «contra la Hacienda en el ámbito militan> de los arts. 195-2.°
ó 196-2.° del Códig.o Penal Militar, de cuyo enjuiciamiento pretendc
conocer el Juzgado Togado Militar Central núm. I está castigado con
penas, en el primer supuesto, de uno a seis años de prisión y en el
segundo, de seis meses a seis anos de prisión. por aplicación de la
normativa antes especificada, debe ser resuelto el presente conflicto de
jurisdicción eh favor del Juzgado de Instrucción núm. 23 de los de
Madrid.

FALLAMOS

Que debemos resolver y resolvemos el conflicto positivo de jurisdic­
ción planteado entre el Juzgad0 de lnsti"ucción núm .. 23 de t\.1adrid y el
Juzgado Togado 7v1ilitar Central núm. I para conocer del delito contra
la «Hacienda en el ámbito militan> que se le imputa a Jase Alfonso
P<.'rcz-Olague Arnedo. en fa'·or del Juzgado de Instrucción núm. 23 de
esta capital, para que. como competentc. conozca del mismo en
cone~idad con los delitos de «Amcn;:¡zas a altos Organismos de la
Nación» y de «Depósit0 de ;:¡rmas o municioncs» que se atribuyen al
mi<;mo José Alfonso Pérez-Olague Arnedo. Remitase al indicado Juz­
gado de Instrucción. con testimonio de esta resolución, todas las
actuaciones. participándolo asimismo al Juzgado Togado Militar Cen­
tral núm. 1 para su cumplimiento y efectos.

Así por esta nuestra Sentencia. que se publicará en el «Boletín Oficial
del Estado» yen la Colección Legislativa. lo pronunciamos. mandamos
y firmamos.-Rubricado.
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Publicación.-Leída y publicada ha sido la anterior Sentencia por el
\.1agislrado Ponente, excelentísimo señor Arturo Gimeno Amiguet,
cstJndo celebrando audiencia publica la Sala de Conflictos de Jurisdic­
ClÓr. eJ~ el mismo dia de su fccha, certifico.-Firmado y rubricado.

Corresponde fielmente con su orjginaJ. Y para que conste y remitir
al «Boletín Oficial del Estado», para su publicación, expido y firmo la
prc!:ienle en Madrid a veinticinco de marzo de mil novecientos noventa
y uno.

TRIBUNAL DE CONFLICTOS
DE JURISDICCION.

AUTO de "4 de mar;o de 1991, recardo en el confliclo de
jurisdicción número 3/90, plall1C'adoentre el Dfllegado de
Hacienda de Madrid y el Juzgado dcPrimera Instancia
nLimero 12 de Madnd.

El Vicesecretario de Gobierno del Tribunal Supremo.

Certifica: Que por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, en el
número 3/90, se ha dictado el siguiente auto: . .

Sala de Conflictos de Jurisdicción

Excelentisimos señores don Pascual Sala Sánchcz, don Mariano de
Oro·Pulido López, don Marcelino Murillo Martín de los Santos, don
Jerónimo Arozamena Sierra, don Antonio Sánchez del Corral y don
i\Iiguel Vizcaíno Márquez, .

En Madrid a cuatro de marzo de mil novecientos noventa y uno.
Duda cuenta, y

1. ANTECEDENTES

Resulta de antecedentes:
Primero.-Que, en su día, el Delegado de Hacienda promovió

conflicto de jurisdicción frente al Juzgado de Primera Instancia número
12 de Madrid a fin de quf'. se abstuviera de ordenar la suspensión de
procedimiento administratIvo de apremio que seguía la Recaudación de
Tribulos del Estado, Zona I.a de Ponferrada y que, según alegaba había
sido dispueslo por indicado Juzgado en procedimiento de suspensión de
p3.go~ de «Combustibles de Fabero, Sociedad Anónima».

Scgundo.-Que, en tiempo y forma, el Juez requerido no aceptó el
requerimiento, insistiendo que el procedimiento de apremio aludido en
el antecl?dentc anterior «ha de quedar en suspenso». Contra la decisión
Judici~l el Abogado del Estado interpuso recurso de apelación y seguido
el recurso con el indicado Abogado del Estado y (Combustibles de
F<lb~r0, Sociedad Anónima)) y también con el Ministerio Fiscal, el
Tribunal de Apelación, resolvió que debía remitirse las actuaciones al
Tribunal de Conflictos. Esto así se dispone por auto de i de marzo
de ]<;90.

Ten:ero.-Rernitidas las actuacioes judiciales por el Tribunal de
Apelación a este Tribunal de Conflictos, se dispuso por providencia del
1b de ~('ptiembre último instruir el procedimiento de conflicto y, en él,
reclamar a la Delegación de Hacienda requirente la remisión de sus
¡¡ctuaciones. Con fecha del 18 del mes siguiente el Delegado manifiesta
que ((el citado conflicto promovido en su día no procede ser mantenido
ya por esla Delegación, toda vcz que en el e;xpcdiente de apremio figura
lIlt'resado en su totalidad en virtud de aplazamiento de pago de la deuda
tribulario:m, circunstancia que fue puesta, por la Dele~ción, en conoci­
micnto del Magistrado-Juez del númc:ro 12 de Madnd en 20 de mayo
de 1986. Se hace notar. que el requerimiento del Delegado lleva fecha
de! 23 ·de mayo de 1983, que la decisión judicial no acpetando el
requerimiento es del 15 de septiembre del mismo año, que las
aCluaciooes permanecieron olvidadas o perdidas y que aparecidas en
jullo de 1987, siguieron el curso, sucintamente relatado en antecedentes,
hasta su recepción en este Tribunal de Conflictos.

Cuarto.-Que este Tribunal de Conflictos, por providencia de 5 de
noviembre último, a la vista del escrito de la Delegación de Hacienda
n:scñddo acordó oír al Abogado del Estado y al Ministerio Fiscal, en
plazo común de diez días, para que aleguen lo que tengan por
convenienle sobre el desistimiento o, en su caso, mantenimiento del
connicto. El Fiscal (en 12 de diciembre último) y el Abogado del Estado
(en 7 de enero actual) sostuvieron. el primero, que ~<carece de objeto el
prcsent;:: conflicto» y el segundo «haberse extinguido el fundamento del
conflictm>. El Tribunal de Conflictos ha sido convocado, para el 4 del
anual, para resolver lo procedente. .

11. FUNDAMENTOS JURíDICOS

Vistos, siendo Ponente el excelentísimo señor don Jerónimo Aroza­
mena Sierra, Consejero permanente de Estado, los preceptos de la Ley
Orgá~ica 2/1987. de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales, y

Pnmcro.-Antes de entrar en el análisis específico de la cuestión,
conviene, como punto de partida, advertir dos datos, que son de interés
y confieren un carácter singular a este conflicto, Está, por un lado. que
la voluntad determinante de que el Delegado de Hacienda formulara el
escrito inicial en el que anunció al Juzgado que no procedía mantener
el conflicto. se produce por falta de interes público en su prosecución
puesto que la Administración recaudatoria había visto satisfecho el
crédito que dio lugar al procedimiento de apremio. El segundo dato es
que tal voluntad se comunica al Juzgado por escrito en 20 de mayo de
J986, eslo es, años antes de que se residenciara el conflicto ante este
Tribunal.

Jil orden al primero de los reseñados datos es de notar que la
voluntad, que ha sido configurada como un supuesto de desestimiento,
no se fundamenta en razón a que la Delegación de Hacienda haya
reconocido la competencia judIcial y, d(~sde esta hip6tesis, la l'indkatio
quc constituye la entraña de los conflictos jurisdiccionales negativos, no
puede decirse, si bien circunstancialmente abandonada, haya sido
aceptada y que en términos de principio las distintas posiciones
respecto, en definitiva, al efecto de la suspensión de pagos opera en
cuanto a los procedimientos de apremio para el cobro de los tnbutos y
deudas públicas, hayan obtenido respuesta.

El segundo de los datos anunciados hace referencia a que atendiendo
al tiempo -en que se manifestó la voluntad de no mantener el conflicto
es tempestivamente correspondiente al plantc--amiento de la discrepancia
en sede de las autoridades en conflicto, esto es, antes de residenciar el
conflicto ante este Tribunal.

Segundo.-Cuando la autoridad requirente -en el caso considerado, la
administraliva- en el tiempo anterior a residenciar el conflicto ante c'>te
Tribunal. retira la I'ú,dicafio competencial, nada correspondería oponer
desde esta instancia. puesto que, en realidad, no se había producido
todavía la llamada a la instancia jurisdiccionalmente decisora del
conflicto. Cuando la abdicadón se produce, sometida la cuestión a este
Tribunal, partiendo del carácter indisponible de las competencias
públicas. podria decirse que la decisión adquiere una dimensión que
trasciende del dato formal de constatar la voluntad del requirente -y aún
del mutuo acuerdo de las partes en conflicto- que exima a este Tribunal
de valorar, proceda de una u otra autoridad, la administrativa o la
judicial. si realmente se ha producido abdicación competencial que es
ineludible ejercer, según los principios propios del sistema y que se
proyectan sobre las exigencias institucionales de la función administra­
tiva y el ejercicio de la potestad jurisdiccional, con efectos para las
garantías mismas de las partes en el proceso judicial o en el procedi­
miento a,dministrativo. Quiere decirse con ello, que este Tribunal, juez
de .con.tlJctos, cua~d9 ~ fonnulan ~nte é~ peticiones de ~ign·ifi~do
abdicativo. o de deslsttmlento, debe venficar SI tales actos están ImpedIdos
por las exigencias a las que acaba de aludirse. Si la posición protagonizada
por la Delegación de Hacienda implicara un reconocimiento de las tesis
judicial de que la regla de la suspensión establecida en el artículo 9.°,
párrafo 5.°, de la Ley de Suspensión de Pagos comprende los procedi­
mientos fiscales, no podría compartirse, pues sabido es que este Tribunal
de Conflictos ha entendido que indicados procedimientos fiscales no
están afectados por indicada regla, como se dijo en la sentencia de 26 de
octubre de 1987. recordando jurisprudencia de conflictos anterior y. en
la otra vertiente de concurrencia de embargos, el principio es el de la
prioridad temporal de modo que si el embargo fiscal precede a la
suspensión prevalece la competencia administrativa para la ejecución
del concreto bien embargado actuando individualizadamente el crédito
de la Hacienda. Resulta, sin embargo, que el conflicto actual se ha
retirado por la autoridad administrativa requirente por carecer ya de
contenido útil y actual en el caso considerado, tod~ vez que el embargo,
sobre el Que operaba la hipótesis conflictual, ha quedado privado de
r.azón y efecto y satisfecha la deuda tributaria a cuya garantía se ordenó.

Tercero.-Una última consideración final ha de referirse a la duración
tan prolongada de la contienda jurídica juridica entre la Delegación de
Hacienda y el Juez·de Primera Instancia. Como se recoge en anteceden­
tes. el requerimiento de inhibición lleva fecha del 23 de mayo de 1983
y aunque en el mismo año el Juez requerido no aceptó la pretensión
competencial de Hacienda (15 de septiembre de 1983) han de transcurrir
casi siete años para que la contienda llegue al Tribunal de ConfliC'tos. Tal
larga duración, insólita y no suficientemente explicada y menos justifi­
cada, es algo ex.cesivo y genera pendencia con daños para los intereses
en conflicto; tergiversa y pervierte la finalidad misma de las medidas
que .están en la base del conflicto, como su razón misma. Como Tribunal
~e ~onflicto, des~e. el ~undamento y rl."sponsabilidad que le confiere, su
institUCIOnal partICipaCión, no puede dejarse de hacer esta obseryaclón
o prevención con el fin de que se eviten dilaciones como la presente.

Por virtud de lo expuesto, el Tribunal de Contlictos Jurisdiccionales.
decide:

Se tiene por concluido el presente confliC'to entre la Delegación de
Hacienda de l..cón y el Juez de Primera Instancia número 12 de Madrid,
por desistimiento de la autoridad requirente.
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